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RESUMEN 
  

El presente artículo examina de forma exhaustiva la ejecutabilidad de los laudos arbitrales en el ámbito 

de la contratación pública en Perú, analizando tanto el marco legal que rige el arbitraje como los desafíos 

y barreras que se presentan cuando el Estado es parte en la disputa. Se revisan en detalle los mecanismos 

establecidos en el Decreto Legislativo N° 1071, que incorpora la Ley Modelo de la Comisión de las 

Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (UNCITRAL), y se contrastan con las 

particularidades que emergen en la ejecución de laudos contra entidades estatales. Asimismo, se 

analizan las modificaciones introducidas por el Decreto de Urgencia N° 020-2020, sus implicancias en 

materia de transparencia y selección de árbitros, y se proponen recomendaciones orientadas a optimizar 

la efectividad del sistema arbitral. Finalmente, se reflexiona sobre las diferencias sustanciales en el 

tratamiento procesal y material de la ejecución de laudos en el sector privado versus el público, 

concluyendo con propuestas para una reforma integral que permita superar las limitaciones actuales.  

 

ABSTRACT 

 

This article provides an in-depth examination of the enforceability of arbitral awards in the context of 

public procurement in Peru, analyzing both the legal framework governing arbitration and the 

challenges and barriers that arise when the State is a party to the dispute. It offers a detailed analysis of 

the mechanisms established under Legislative Decree N° 1071, which incorporates the UNCITRAL 
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Model Law, and contrasts these with the specific issues that emerge in the enforcement of awards 

against state entities. 

 

Furthermore, it examines the amendments introduced by Emergency Decree N° 020-2020, their 

implications for transparency and arbitrator selection, and proposes recommendations aimed at 

optimizing the effectiveness of the arbitral system. Ultimately, it reflects on the substantial procedural 

and substantive differences in the enforcement of awards in the private sector versus the public sector, 

concluding with proposals for a comprehensive reform to overcome current limitations. 
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1. INTRODUCCIÓN 

 

El auge de la contratación pública en el Perú ha venido acompañado de la necesidad de establecer 

mecanismos de solución de controversias que garanticen tanto la eficiencia como la seguridad jurídica 

en la ejecución de los contratos estatales. La adopción de la arbitración como método obligatorio para 

dirimir disputas contractuales ha representado un avance en materia de modernización administrativa, 

puesto que se busca reducir la sobrecarga de los tribunales ordinarios y promover una solución 

especializada y expedita. Sin embargo, la efectividad del sistema arbitral se ve comprometida cuando 

se trata de ejecutar laudos contra el Estado, dado el entramado normativo y las prerrogativas soberanas 

que protegen a las entidades públicas.  

 

Este artículo se propone analizar en profundidad la ejecutabilidad de los laudos arbitrales en el contexto 

de la contratación pública peruana, identificando los mecanismos legales existentes, las barreras 

operativas y los desafíos prácticos que se derivan de la naturaleza del litigio contra el Estado. Asimismo, 

se abordarán las recientes modificaciones normativas que han intentado modernizar el proceso arbitral, 

en particular el Decreto de Urgencia N° 020-2020, y se discutirán sus implicancias en la práctica. 

Finalmente, se ofrecerán recomendaciones estratégicas y propuestas de reforma que busquen equilibrar 

el poder entre las partes y asegurar el cumplimiento efectivo de los laudos arbitrales en beneficio del 

interés público.  

  

2. MARCO CONCEPTUAL Y TEÓRICO  

 

2.1. Conceptualización del Arbitraje y su Importancia en la Contratación Pública  

 

El arbitraje es un mecanismo alternativo de solución de conflictos que se basa en la decisión de uno o 

varios árbitros imparciales, quienes tienen la facultad de dictar un laudo vinculante para las partes. Esta 

metodología contrasta con el sistema judicial ordinario en cuanto a celeridad, especialización y, en 

muchos casos, flexibilidad procesal. La importancia del arbitraje en el ámbito de la contratación pública 

radica en su potencial para ofrecer soluciones expeditas a controversias que, de otro modo, podrían 

prolongarse en los tribunales estatales, afectando la ejecución oportuna de los proyectos y generando 

mayores costos para el Estado y el sector privado.  

Desde una perspectiva teórica, el arbitraje se fundamenta en principios como la autonomía de la 

voluntad de las partes, la especialización del árbitro y la irrevocabilidad del laudo, salvo excepciones 

legales estrictamente establecidas. Estos elementos teóricos se convierten en pilares esenciales en el 

análisis de la ejecutabilidad, ya que cualquier deficiencia en el proceso puede impactar directamente en 

la confianza de los inversores y en la seguridad jurídica de los contratos públicos (Baker McKenzie, 

2023; Prado, 2023).  
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2.2. Antecedentes Históricos y Evolución Normativa en Perú  

 

El recorrido histórico del arbitraje en el Perú refleja una evolución progresiva en la búsqueda de 

métodos alternativos a la justicia ordinaria. Desde la introducción de prácticas arbritrales en el ámbito 

comercial hasta su incorporación obligatoria en la contratación estatal, la normativa peruana ha 

experimentado transformaciones que buscan armonizar los intereses públicos y privados. La 

promulgación del Decreto Legislativo N° 1071 en 2008 marcó un hito en este proceso, adaptando la 

Ley Modelo de la UNCITRAL a las particularidades del contexto nacional.  

 

A lo largo de los años, la práctica arbitral en Perú ha enfrentado múltiples desafíos, desde la resistencia 

institucional hasta la falta de una interpretación uniforme de los mecanismos de ejecución. El análisis 

de estos antecedentes permite comprender mejor las barreras actuales y orientar futuras reformas que 

optimicen la eficiencia y transparencia del sistema (UNCITRAL, 1985; Decreto Legislativo N° 1071, 

2008).  

  

3. MARCO LEGAL DE LA EJECUTABILIDAD DE LAUDOS ARBITRALES EN PERÚ  

 

3.1. La Ley de Arbitraje: Decreto Legislativo N° 1071  

 

La promulgación del Decreto Legislativo N° 1071 en 2008 constituyó un avance significativo en la 

regulación del arbitraje en el Perú. Inspirado en la Ley Modelo de la UNCITRAL, esta normativa busca 

equiparar al país con los estándares internacionales en materia de resolución de controversias, tanto en 

el ámbito nacional como internacional.  

 

3.1.1. Principios y Fundamentos de la Ley Modelo UNCITRAL  

 

La Ley Modelo de la UNCITRAL, en su esencia, promueve la neutralidad, la imparcialidad y la 

eficiencia en la resolución de disputas. En el contexto peruano, estos principios se han traducido en un 

marco que:  

 

• Reconoce la autonomía de la voluntad de las partes para someterse al arbitraje.  

• Garantiza la confidencialidad de los procedimientos arbitrales.  

• Establece plazos razonables y mecanismos claros para la ejecución de los laudos.  

 

La adopción de estos principios ha permitido que el arbitraje se consolide como un instrumento eficaz 

en la solución de controversias en contratos públicos, aunque no exento de desafíos específicos cuando 

el Estado es parte (Decreto Legislativo N° 1071, 2008).  
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3.1.2. Procedimientos para la Ejecución de Laudos  

 

El proceso de ejecución de un laudo arbitral en Perú se estructura en varias etapas fundamentales:  

1. Solicitud de Ejecución: La parte vencedora debe presentar el laudo ante el tribunal 

competente, acompañando la documentación pertinente que acredite la existencia y validez del 

laudo.  

2. Evaluación Judicial: El tribunal, en cumplimiento del Código Procesal Civil, evalúa que el 

laudo no haya sido objeto de nulidad ni exista una solicitud de anulación en trámite. Este paso 

es crucial para garantizar la seguridad jurídica del proceso.  

3. Emisión de Orden Ejecutiva: Una vez verificada la validez del laudo, se dicta una orden 

ejecutiva que habilita el inicio de medidas forzosas para el cumplimiento del fallo.  

4. Ejecución Forzosa: En el caso de incumplimiento, se recurre a la ejecución de bienes del 

deudor, aunque este proceso se complica cuando el demandado es el Estado, debido a las 

limitaciones impuestas por su carácter soberano.  

 

Cabe destacar que para laudos arbitrales extranjeros, la Convención de Nueva York (1958) facilita el 

reconocimiento y la ejecución, siempre que se cumplan ciertos requisitos formales y sustantivos 

(Convención de Nueva York, 1958).  

 

3.2. Aplicación en el Contexto de Contratos Públicos  

 

3.2.1. Interacción con la Ley de Contrataciones del Estado  

 

La Ley de Contrataciones del Estado establece que el arbitraje es el mecanismo obligatorio para la 

resolución de disputas contractuales, lo que implica que el sistema arbitral debe integrarse de manera 

armónica con las disposiciones de dicha ley. Esta integración busca, por un lado, brindar certeza y 

rapidez en la resolución de conflictos, y por otro, proteger el interés público al garantizar la continuidad 

de los servicios estatales y la ejecución de proyectos de infraestructura.  

 

Sin embargo, esta dualidad en la aplicación del arbitraje —como mecanismo de resolución de conflictos 

en materia privada y como instrumento de control en el ámbito estatal— genera tensiones normativas 

que se reflejan en la práctica. Las disposiciones de la Ley de Contrataciones del Estado imponen ciertas 

restricciones y procedimientos adicionales que, en algunos casos, pueden entorpecer la ejecución directa 

de los laudos arbitrales.  
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3.2.2. Implicancias de la Participación del Estado como Parte  

 

Cuando el Estado es parte en un proceso arbitral, se activan una serie de protecciones y prerrogativas 

que dificultan la ejecución del laudo. Entre ellas se destacan:  

 

• Protecciones Soberanas: El Estado cuenta con inmunidades y limitaciones en cuanto a la 

ejecución de sus activos, lo que puede postergar la ejecución forzosa.  

• Prioridad de Deudas: Leyes específicas, como la Ley N° 30137, otorgan preferencia al pago 

de deudas laborales y otros compromisos sociales, relegando el pago de laudos arbitrales a una 

posición secundaria.  

• Procedimientos Administrativos: La necesidad de autorizaciones y la revisión por diversas 

instancias administrativas pueden extender los plazos de ejecución hasta cinco años o más, 

afectando la efectividad del fallo arbitral.  

 

Estas implicancias demandan un análisis crítico y el desarrollo de estrategias que permitan equilibrar 

los derechos de las partes con las prerrogativas del Estado.  

  

4. MECANISMOS DE EJECUCIÓN DE LAUDOS ARBITRALES  

 

El proceso de ejecución de laudos arbitrales se configura a través de una serie de mecanismos jurídicos 

que pretenden asegurar la efectividad de las decisiones arbitrales. Esta sección se adentra en cada una 

de las etapas y recursos disponibles en el marco legal peruano.  

 

4.1. Etapas del Proceso de Ejecución  

 

El proceso de ejecución puede desglosarse en los siguientes pasos:  

 

• Presentación y Admisión del Laudo: Una vez dictado el laudo, la parte vencedora debe 

presentar la documentación requerida ante el tribunal competente. La admisión de la solicitud 

implica una revisión preliminar de la forma y de la existencia de eventuales vicios procesales.  

• Fijación de Plazos y Recursos: Conforme al artículo 63 del Decreto Legislativo N° 1071, las 

partes disponen de un plazo de 30 días para impugnar el laudo. Este plazo es fundamental para 

evitar tácticas dilatorias y asegurar la pronta ejecución.  

• Intervención Judicial: Durante la evaluación judicial, el tribunal no solo verifica la formalidad 

del laudo, sino que también se pronuncia sobre eventuales solicitudes de nulidad o suspensiones 

provisionales. Esta fase, aunque breve en teoría, puede prolongarse en la práctica.  
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• Medidas Cautelares y Ejecución Forzosa: Si se verifica el incumplimiento, el tribunal puede 

ordenar medidas cautelares que aseguren la disponibilidad de bienes suficientes para hacer 

frente al pago del laudo. En última instancia, se procede a la ejecución forzosa, incluso a través 

de embargos o la subasta de activos.  

 

4.2. Procedimientos Judiciales y Recursos Disponibles  

 

El Código Procesal Civil peruano establece un régimen de ejecución que, si bien es riguroso y 

meticuloso, enfrenta limitaciones cuando se trata de la ejecución contra el Estado. Entre los recursos 

disponibles destacan:  

• Recursos de Reposición y Apelación: Las partes tienen la posibilidad de interponer recursos 

contra las decisiones judiciales que consideren contrarias a la ejecución del laudo, lo que puede 

derivar en un efecto dilatorio.  

• Solicitud de Medidas Cautelares: En situaciones en las que se perciba un riesgo inminente de 

inejecución, se pueden solicitar medidas cautelares que garanticen la disponibilidad de bienes 

o fondos.  

• Recurso de Nulidad: A pesar de contar con un plazo limitado, el recurso de nulidad representa 

una herramienta que, en ocasiones, es utilizada estratégicamente por la parte estatal para 

prolongar el proceso.  

 

Cada uno de estos procedimientos requiere un análisis pormenorizado para identificar sus ventajas y 

limitaciones en el contexto particular de la contratación pública.  

 

4.3. Ejecución de Laudos Extranjeros y el Rol de la Convención de Nueva York  

 

La Convención de Nueva York de 1958 constituye un pilar fundamental para la ejecución de laudos 

arbitrales extranjeros en Perú. Este instrumento internacional, ratificado por el país, establece que el 

reconocimiento y la ejecución de los laudos estarán sujetos a la presentación del laudo y del acuerdo 

arbitral, salvo excepciones limitadas.  

 

El procedimiento para la ejecución de laudos extranjeros se caracteriza por:  

 

• Simplificación Procesal: La Convención exige únicamente la comprobación de la autenticidad 

del laudo y del acuerdo arbitral, eliminando la necesidad de una revisión profunda del fondo 

del asunto.  
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• Limitaciones y Excepciones: No obstante, se contemplan excepciones como la violación del 

orden público o la incompatibilidad con normas imperativas nacionales, lo cual puede generar 

incertidumbre en la aplicación práctica.  

• Experiencias Jurisprudenciales: Diversos casos han evidenciado que, a pesar de la existencia 

de un marco legal robusto, las controversias en la interpretación de las excepciones pueden 

retrasar la ejecución, lo que ha motivado debates en foros internacionales y recomendaciones 

para una mayor armonización.  

 

La interacción entre la normativa nacional y la Convención de Nueva York representa uno de los ejes 

sobre los cuales se sustenta la discusión teórica y práctica en torno a la ejecutabilidad de laudos 

arbitrales en el Perú.  

  

5. DESAFÍOS EN LA EJECUCIÓN DE LAUDOS CONTRA EL ESTADO  

 

La ejecución de laudos arbitrales contra el Estado peruano se enfrenta a desafíos que, en muchos casos, 

trascienden lo meramente técnico y se adentran en el terreno de las prerrogativas soberanas y las 

estrategias dilatorias. En esta sección se examinan los principales obstáculos que dificultan la 

efectividad del proceso arbitral.  

 

5.1. Interferencia Judicial y Estrategias Dilatorias  

 

Uno de los problemas más recurrentes en la ejecución de laudos contra el Estado es la utilización de 

recursos judiciales y administrativos con el fin de prolongar el proceso. Entre las principales tácticas se 

encuentran:  

 

• Recursos de Apelación y Nulidad: Aunque el artículo 63 del Decreto Legislativo N° 1071 

establece un plazo de 30 días para interponer recursos, en la práctica el Estado recurre a 

múltiples instancias para demorar la ejecución.  

• Procedimientos Subsidiarios y de Revisión: El entramado legal permite la revisión de 

diversos aspectos formales y sustantivos del laudo, lo que genera incertidumbre y retrasa la 

ejecución.  

• Efecto Paralizante de Medidas Cautelares: La solicitud de medidas cautelares por parte del 

Estado, justificadas en la necesidad de proteger activos o fondos, puede inducir a una espera 

prolongada mientras se resuelven dichos recursos.  

 

Estas estrategias no solo generan costos adicionales para la parte vencedora, sino que además afectan 

la confianza en el sistema arbitral como mecanismo eficaz de solución de controversias.  
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5.2. Protecciones Soberanas y Limitaciones Administrativas  

 

El Estado peruano, en virtud de su condición de ente soberano, goza de una serie de protecciones que 

complican la ejecución de laudos arbitrales. Entre estas protecciones se destacan:  

 

• Exención de Ejecución de Activos Públicos: Ciertos bienes estatales, como inmuebles de uso 

público o fondos destinados a fines esenciales, están protegidos frente a la ejecución forzosa.  

• Prioridad en el Pago de Deudas Sociales y Laborales: La existencia de normativas 

específicas, tales como la Ley N° 30137, establece que las obligaciones laborales, pensionarias 

y de derechos humanos tienen prioridad sobre el pago de laudos arbitrales.  

• Procedimientos Administrativos Burocráticos: La ejecución de laudos contra el Estado 

frecuentemente requiere la obtención de autorizaciones y la revisión por múltiples organismos, 

lo que puede extender el proceso a plazos que superan los cinco años.  

 

El análisis de estas limitaciones pone de relieve la necesidad de revisar y actualizar el marco normativo 

para equilibrar las prerrogativas estatales con la necesidad de una justicia expedita y efectiva.  

 

5.3. Análisis de Casos Prácticos y Jurisprudencia Relevante  

 

La revisión de casos prácticos resulta fundamental para entender la aplicación del marco legal y la 

incidencia de las estrategias dilatorias en la ejecución de laudos. Algunos ejemplos ilustrativos 

incluyen:  

 

• Expediente N° 5657-2015: En este caso, resuelto por el Primer Juzgado Comercial de Lima, 

el Estado argumentó la “indeterminabilidad de la deuda” como razón para suspender la 

ejecución, extendiendo el proceso más allá de lo esperado. Este expediente ha sido objeto de 

análisis en diversos foros académicos y ha motivado recomendaciones para una mayor claridad 

en la determinación de obligaciones contractuales (Prado, 2023).  

• Disputas en el Sector de la Construcción: Casos en que la revisión de estados financieros y 

la revisión de procedimientos administrativos han generado retrasos significativos en la 

ejecución de laudos, evidenciando la necesidad de mecanismos más eficientes que minimicen 

la interferencia judicial.  

• Conflictos en Servicios Públicos: La multiplicidad de instancias de revisión y la existencia de 

recursos administrativos han provocado que, en algunos litigios, la ejecución del laudo se 

posponga indefinidamente, lo que pone en riesgo la integridad del sistema arbitral.  
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La jurisprudencia reciente indica que la solución de estos problemas podría pasar por una reforma 

estructural que limite el uso excesivo de recursos dilatorios y refuerce la obligatoriedad de acatar los 

laudos en plazos razonables.  

  

6. REFORMAS Y MODIFICACIONES RECIENTES  

 

El Decreto de Urgencia N° 020-2020 ha representado un intento del gobierno peruano por modernizar 

y transparentar el régimen arbitral en la contratación pública. Esta sección analiza en detalle las 

reformas introducidas, sus objetivos y las controversias que han suscitado.  

 

6.1. Decreto de Urgencia N° 020-2020: Objetivos y Alcances  

 

El Decreto de Urgencia N° 020-2020 se promulga en un contexto marcado por la necesidad de combatir 

prácticas corruptas y aumentar la transparencia en la contratación pública, especialmente tras 

escándalos de gran impacto como el caso Odebrecht. Entre los objetivos principales del decreto se 

encuentran:  

 

• Fortalecimiento de la Representación Estatal: El decreto establece que la defensa legal del 

Estado en procesos arbitrales recaerá en organismos especializados, como la Procuraduría 

General, garantizando así una mayor coherencia y especialización en la defensa del interés 

público.  

• Revisión en la Selección de Árbitros: Se incorporan mecanismos que permiten impugnar la 

designación de árbitros que no hayan sido incluidos en las listas oficiales, lo que, según sus 

críticos, podría limitar la independencia y neutralidad de los tribunales arbitrales.  

• Mayor Transparencia y Publicidad: La exigencia de que los laudos y los resúmenes 

razonados sean publicados en español busca promover la transparencia, aunque este requisito 

ha generado debates sobre la posible vulneración de la confidencialidad tradicional en los 

procesos arbitrales.  

 

6.2. Cambios en la Representación Estatal y Selección de Árbitros  

 

Uno de los aspectos más controversiales del Decreto de Urgencia N° 020-2020 es la modificación en la 

forma en que se designan y se impugnan los árbitros. Las nuevas disposiciones pretenden:  

 

• Garantizar una Mayor Especialización: Al exigir que los árbitros sean seleccionados de listas 

estatales oficiales, se busca asegurar que los profesionales designados tengan el conocimiento 

y la experiencia necesaria para abordar complejidades propias de la contratación pública.  
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• Reducir la Arbitraria Discrecionalidad: La posibilidad de impugnar árbitros ajenos a dichas 

listas intenta eliminar favoritismos o influencias políticas, aunque en la práctica se ha observado 

que esta medida podría, en algunos casos, limitar la diversidad y la independencia de los 

expertos.  

• Asegurar la Publicidad del Proceso: La publicación obligatoria de los laudos y los resúmenes 

razonados pretende fomentar un debate público sobre la aplicación de la ley y la protección del 

interés estatal, aunque esta medida ha sido criticada por algunos sectores que argumentan que 

podría desincentivar la participación de árbitros internacionales.  

 

6.3. Debate Crítico: Transparencia versus Independencia  

 

El balance entre la transparencia y la independencia en los procesos arbitrales es un tema central en el 

debate generado por las reformas introducidas en 2020. Por un lado, la transparencia se considera un 

elemento esencial para garantizar la rendición de cuentas y prevenir actos de corrupción. Por otro, la 

excesiva intervención estatal en la selección y el diseño del proceso arbitral podría comprometer la 

imparcialidad y la autonomía de los árbitros, elementos indispensables para la confianza en el sistema.  

La discusión se enmarca en un contexto en el que las reformas buscan no solo modernizar el proceso, 

sino también restaurar la credibilidad de la contratación pública. Sin embargo, la implementación de 

estas medidas debe ser cuidadosamente monitoreada para evitar que se conviertan en instrumentos de 

control excesivo que perjudiquen la eficacia del arbitraje (Kluwer Arbitration; International Bar 

Association, 2020).  

  

7. COMPARACIÓN: EJECUCIÓN DE LAUDOS CONTRA ENTIDADES PRIVADAS VS. EL 

ESTADO  

 

El análisis comparativo entre la ejecución de laudos arbitrales contra entidades privadas y contra el 

Estado revela diferencias fundamentales que tienen repercusiones en la práctica arbitral.  

 

7.1. Diferencias en Plazos y Procedimientos  

 

Aspecto Entidades Privadas Estado 

Tiempo de 

Ejecución 
Generalmente en meses  Puede extenderse hasta 5 años o más  

Obstáculo 

Principal 

Resistencia del deudor, litigios 

menores  

Múltiples recursos judiciales y procedimientos 

administrativos  
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Activos 

Ejecutables 
Activos de libre disposición  Activos sujetos a exenciones legales  

Priorización de 

Pagos 

Sin precedencia, ejecución 

directa  
Prioridad a deudas laborales y sociales  

 

En el caso de las entidades privadas, la ausencia de prerrogativas soberanas y la menor interferencia 

judicial permiten que la ejecución se realice de manera relativamente expedita. Por el contrario, cuando 

el demandado es el Estado, la combinación de recursos dilatorios, protecciones legales y procedimientos 

administrativos incrementa la complejidad y el tiempo requerido para hacer cumplir el laudo.  

 

7.2. Análisis Comparativo de Obstáculos y Posibilidades de Ejecución  

 

El contraste entre ambos escenarios evidencia que:  

 

• Ejecución contra Entidades Privadas: Se beneficia de un marco procesal más sencillo y 

directo, en el cual las medidas ejecutivas pueden implementarse de forma inmediata.  

• Ejecución contra el Estado: Requiere la superación de múltiples barreras, tales como la 

limitación en la ejecución de ciertos activos y la existencia de recursos legales destinados a 

proteger el patrimonio público.  

 

Esta comparación resalta la necesidad de diseñar estrategias específicas para cada tipo de deudor, 

considerando las particularidades de la estructura y las limitaciones inherentes al sector público.  

  

8. RECOMENDACIONES PRÁCTICAS Y ESTRATEGIAS DE MITIGACIÓN  

 

Ante la complejidad del sistema arbitral en la contratación pública, se hacen necesarias estrategias que 

permitan mejorar la ejecutabilidad de los laudos y minimizar los efectos de las tácticas dilatorias. A 

continuación, se exponen diversas recomendaciones prácticas:  

 

8.1. Cláusulas Contractuales y Diseño de Fondos de Ejecución  

 

• Incorporación de Cláusulas Específicas: Es fundamental que los contratos públicos incluyan 

cláusulas detalladas sobre la ejecución del laudo, especificando plazos, penalidades y 

procedimientos en caso de incumplimiento.  

• Diseño de Fondos Garantizados: Se recomienda la creación de fondos específicos destinados 

a la ejecución de laudos arbitrales, de manera que se asegure la disponibilidad de recursos para 

responder a eventuales incumplimientos.  
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• Mecanismos de Revisión y Actualización: Las cláusulas deben prever la posibilidad de 

revisión periódica, a fin de adaptarlas a cambios normativos y a las necesidades emergentes en 

la práctica contractual.  

 

8.2. Selección y Capacitación de Árbitros  

 

• Criterios de Independencia y Especialización: Es crucial que la designación de árbitros se 

realice con base en criterios técnicos y de experiencia comprobada en contratación pública y 

arbitraje, evitando designaciones por razones meramente administrativas o políticas.  

• Programas de Capacitación y Actualización: La creación de centros de formación 

especializados en arbitraje público puede contribuir a elevar el nivel de competencia de los 

árbitros, garantizando decisiones fundamentadas y acorde con las mejores prácticas 

internacionales.  

• Fomento de la Participación Internacional: La inclusión de árbitros internacionales, cuando 

resulte pertinente, puede aportar perspectivas comparadas que enriquezcan la resolución de 

controversias y refuercen la credibilidad del laudo.  

 

8.3. Monitoreo y Actualización Normativa  

 

• Seguimiento Jurisprudencial y Normativo: La implementación de sistemas de seguimiento 

y análisis continuo de la jurisprudencia y las modificaciones normativas permite identificar 

tendencias y anticipar desafíos que afecten la ejecución de laudos.  

• Coordinación Interinstitucional: Es necesario fortalecer la coordinación entre organismos 

estatales, como el OSCE, el Poder Judicial y entidades de control, para agilizar los procesos de 

revisión y ejecución de laudos.  

• Participación en Foros Internacionales: La vinculación con organismos internacionales y 

foros especializados en arbitraje permite intercambiar experiencias y adoptar mejores prácticas 

que favorezcan la evolución del marco normativo peruano.  

 

8.4. Propuestas de Reformas Legislativas  

 

• Revisión Integral del Régimen de Ejecución: Se sugiere emprender una revisión integral del 

régimen de ejecución de laudos arbitrales, orientada a reducir la discrecionalidad judicial y a 

establecer plazos máximos para la resolución de recursos.  

• Fortalecimiento de la Autonomía del Árbitro: Propuestas para limitar la intervención judicial 

en cuestiones estrictamente técnicas y de hecho, preservando la autonomía del árbitro y la 

inmediatez en la ejecución del laudo.  
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• Adecuación de las Exenciones y Prioridades de Pago: Se recomienda revisar la legislación 

que otorga prioridad a ciertos pagos (laborales, pensionarios, etc.) para que no interfiera de 

forma desproporcionada en el cumplimiento de las obligaciones derivadas de laudos arbitrales.  

 

Estas recomendaciones, en conjunto, configuran un marco de acción integral que, de ser implementado, 

permitiría reducir significativamente los obstáculos a la ejecución de laudos y fomentar una mayor 

confianza en el mecanismo arbitral.  

  

9. CONCLUSIONES  

 

El análisis presentado a lo largo de este artículo pone de manifiesto que, si bien el sistema arbitral en el 

Perú cuenta con un marco legal robusto y se ha consolidado como un instrumento eficiente para la 

resolución de controversias en la contratación pública, la ejecución de laudos contra el Estado sigue 

enfrentando desafíos significativos. La interferencia judicial, las prerrogativas soberanas y las 

dilaciones administrativas constituyen barreras que, en la práctica, pueden prolongar indefinidamente 

el proceso de ejecución, afectando la confianza de los inversores y la eficacia del sistema.  

 

La promulgación del Decreto Legislativo N° 1071 supuso un avance importante al armonizar la 

normativa nacional con estándares internacionales; sin embargo, la aplicación en el contexto de la 

contratación pública demanda un ajuste constante para responder a las particularidades de los litigios 

que involucran al Estado. En este sentido, las reformas introducidas mediante el Decreto de Urgencia 

N° 020-2020 han generado un debate crucial entre los postulados de transparencia y la necesidad de 

preservar la independencia y neutralidad de los árbitros.  

 

Las comparaciones entre la ejecución de laudos contra entidades privadas y contra el Estado evidencian 

disparidades que requieren estrategias diferenciadas, y las recomendaciones aquí expuestas ofrecen un 

camino para mitigar los obstáculos actuales. Es imperativo que, en el futuro, se promuevan reformas 

legislativas orientadas a simplificar los procedimientos, acortar los plazos de ejecución y garantizar que 

los laudos arbitrales sean verdaderamente vinculantes y efectivos en un marco de justicia y equidad.  

 

La evolución del arbitraje en la contratación pública no solo depende de modificaciones normativas 

puntuales, sino también de un cambio de cultura institucional que valore la eficiencia, la transparencia 

y la responsabilidad. El presente análisis se erige, por tanto, como una contribución a la discusión 

académica y práctica sobre cómo lograr que el sistema arbitral peruano se ajuste a las exigencias de un 

mundo en constante cambio, en el que la protección de los derechos de los contratistas y el 

cumplimiento oportuno de las obligaciones estatales deben ir de la mano con el desarrollo económico 

y social.  
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